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Resumen:  

El presente artículo tiene como objetivo principal generar un análisis  de justicia transicional 

que se dará con posterioridad al proceso de paz que actualmente se desarrolla entre el Estado 

colombiano y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC).Mediante la 

investigación descriptiva, donde se seleccionan variables cualitativas, las cuales se articulan 

y se describen, permitiendo alcanzar un mejor entendimiento, a través del estudio del discurso 

empleado por las dos partes (Estado colombiano y FARC), ante el modelo de Desarme, 

Desmovilización y Reintegración (DDR), empleado por Natalia Springer. Principalmente 

sobre la transición  de términos pasando de desarme a dejación de armas, lo que podría 

generar externalidades negativas en un futuro post conflicto.  

 

Este análisis se centrará bajo los siguientes aspectos:  

• Definición del DDR, aplicaciones exitosas, definición de Justicia 

Transicional. 

• Consecuencias que podrá traer consigo el empleo del término de dejación de 

armas, como la toma de las mismas si el Estado colombiano no cumple con 

todos los parámetros que impone las Farc.  

• Análisis y recomendaciones visto desde la óptica del derecho. 

1 Artículo producto de la investigación dentro de la Especialización en procedimiento penal y justicia militar 
de la Universidad Militar Nueva Granada. Con el objetivo de planear, desarrollar e implementar políticas y 
estrategias que hagan parte de la investigación jurídica, esto con la ayuda del abogado especialista e 
investigador Jaime Cubides.  
2 Abogada de la Universidad Militar Nueva Granada, candidata al título de especialista en procedimiento 
penal y justicia militar de la misma universidad. Asistente fiscal IV, de la Fiscalía General de la Nación, 
contacto leidyfgn@hotmail.com 
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Abstract:  

This article's main objective is to generate an analysis of transitional justice to be given after 

the peace process that now takes place between the Colombian government and the 

Revolutionary Armed Forces of Colombia By filling (FARC) descriptive research where 

variables are selected qualitative, which are articulated and described, allowing to reach a 

better understanding, through the study of discourse employed by the two parties (the 

Colombian State and FARC), to the model of Disarmament, Demobilization and 

Reintegration (DDR), employed by Natalia Springer. Mainly on the transition of terms from 

disarmament to relinquish weapons, which could generate negative externalities on a post-

conflict future. 

 

This analysis will focus on the following aspects: 

• Definition of DDR, successful applications, definition of Transitional Justice. 

• Consequences that may entail the use of the term dereliction of weapons, such 

as taking them if the Colombian government does not meet all the parameters 

imposed by the FARC. 

• Analysis and recommendations seen from the perspective of law. 

 

Key words: Demobilization disarmament, laying down arms, peace process, reintegration, 

transitional justice. 

 

 

 

 



INTRODUCCIÓN 

Actualmente Colombia evidencia el desarrollo de un nuevo proceso de paz, iniciado bajo el 

primer mandato del presidente Juan Manuel Santos (2010 – 2014), con las Fuerzas Armadas 

Revolucionarias de Colombia (FARC). Según el gobierno, tiene como objetivo, la 

terminación del conflicto con este grupo armado ilegal (Acuerdo General para la terminación 

del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera). Para las FARC su objetivo es 

“buscar la paz con justicia social por medio del dialogo”, de acuerdo a lo manifestado por 

alias ‘Iván Márquez’ (2012), uno de los miembros plenipotenciarios del equipo negociador 

de la FARC.  

 

Este proceso de paz, visto bajo el derecho, genera ciertos interrogantes que son de vital 

importancia para el futuro del país y la consolidación de la paz. Se debe tener en cuenta y 

llevar a cabo un análisis objetivo referente a los discursos expresados por las partes 

involucradas directamente en el proceso de negociación, permitiendo entender de forma 

concreta las consecuencias que traería la firma de un acuerdo de paz.  

 

Uno de estos cuestionamientos se funda en la implementación del DDR como una alternativa 

audaz para consolidar la paz (Springer N., 2005), específicamente en lo que concierne a la 

primera etapa: el Desarme. Término que ha sido acoplado a los intereses de las partes o 

negociadores, pues las FARC contemplan el desarme como dejación de armas, es decir, no 

le harán entrega al Estado colombiano del innumerable armamento que poseen.   

 

Teniendo en cuenta la posición de las FARC frente a la dejación de armas, refleja una postura 

riesgosa para el Estado colombiano, pues se consideraría que posteriormente por cualquier 

situación que afecte sus intereses establecidos o no con el Estado, retomen este material de 



guerra para continuar con su ideal de llegar al poder mediante el uso de las armas3. Otro 

riesgo que se puede vislumbrar, es la venta ilegal y discriminada de las armas en el mercado 

negro, las cuales pasarían a manos de estructuras criminales organizadas (Bandas Criminales 

- BACRIM) o en el peor de los casos, la creación de nuevas organizaciones ilegales. 

 

En tal sentido, el objeto de este artículo es lograr demostrar que el cambio de discurso genera 

unas externalidades negativas para el futuro, por medio del análisis de posiciones del derecho 

así como la regulación internacional y las definiciones y parámetros que se han establecido 

para culminar con éxito un proceso de paz. Dentro de este objetivo, se establece de igual 

forma la descripción de las falencias que puede generar la errónea ejecución del DDR ante 

el marco de la justicia transicional. 

 

1. Contextualización  

En el año 2012, el gobierno de Juan Manuel Santos, inició los primeros acercamientos con 

la guerrilla de las FARC, anunciando a través de los medios de comunicación el acuerdo para 

el inicio de los diálogos de paz, con el fin de cesar el conflicto armado interno colombiano. 

El 18 de octubre de 2012, en Oslo, Noruega, se llevó a cabo la instalación de la mesa de 

negociación, la cual continuaría en el 2013 en La Habana, Cuba, por medio de comisiones 

de ambas partes que representarían los intereses tanto del gobierno nacional como de las 

FARC. Los diferentes intereses mencionados en las distintas intervenciones en la iniciación 

del dialogo, marco un punto crucial lo que se analizara a continuación.  

 

Los intereses de las partes principalmente plasmados en la mesa de negociación pueden ser 

detallados bajo las definiciones subjetivas de las situaciones, entendida como:  

3 En la segunda conferencia guerrillera de las FARC donde determina que “son un movimiento político-militar 
que desarrolla su acción ideológica, política, organizativa, propagandística y armada de guerrillas, conforme a 
la táctica de combinación de todas las formas de lucha de masas por el poder para el pueblo”   

                                                             



Objetos cognitivos que requieren ser explicitados en términos cognitivos, es decir, como 

modelos mentales especiales, a los que denominamos modelos de contexto, [que] 

controlan las propiedades variables de la producción e interpretación del discurso [y] 

constituyen la interfaz crucial que permite a los usuarios del lenguaje adaptar la 

producción o la interpretación de cada fragmento de discurso a la situación comunicativa 

(Van Dijk, 2009, pp. 370-371).  

 

Lo anterior determina que no existe una relación directa, sino mediatizada, entre sociedad y 

discurso, así pues, la relevancia discursiva de estas propiedades están fundadas en la 

capacidad que puede llegar a tener cualquier particularidad del evento, (Van Dijk, 2009, 

p.375).  

 

Por esta razón, al analizar los pronunciamientos de los negociadores, hay que tener en cuenta 

que estos argumentos políticos de los discursos se encuentran basados en lo que se infiere de 

la realidad según las dos partes, en este caso lo que se puede llegar a inferir de los elementos 

propicios para el proceso de paz en especial lo relacionado con el DDR.  

 

De igual forma, “los actos de lenguaje planificados, finalizados, dirigidos a un público 

dubitativo instado por discursos contradictorios, y apuntan a ejercer una acción sobre los 

participantes agrupados, con fines de toma de decisión”, lo que incluye tanto argumentos 

éthicos (ligados a la persona del locutor) como pathémicos (de orden emocional, no 

necesariamente expresados mediante un enunciado) y lógicos (proposicionales), 

(Charaudeau y Maingueneau, 2005, p. 52- 53- 508).  

 

Esta teoría se ve reflejada en las alocuciones, en el acercamiento mediático entre la guerrilla 

de las FARC y el gobierno de Juan Manuel Santos, ya que estos discursos estuvieron 

principalmente ligados a siete aspectos como lo menciona en su artículo Giohanny Olave 



(2013, pp. 345 a 351) el proceso de paz: como oportunidad de remediar el pasado, como 

riesgo (proceso engorroso), como responsabilidad, como consenso internacional, como 

consenso social, como triunfo particular y como excepción bélica.  

 

Desde ese primer instante  cabe denotar que no se acordó nada acerca del desarme o dejación 

de armas por parte de la guerrilla de las FARC, lo que expresaría una falla notoria en el 

proceso de paz, puesto que a nivel internacional el desarme se encuentra reglamentado como 

fase perentoria y principal por medio de un acuerdo de cómo, cuándo y dónde se entregarían 

dichas armas.  

 

No obstante, en el acuerdo general en el punto 3 del fin del conflicto, se contempló en el sub 

ítem 2, la dejación de armas con relación directa con la “reincorporación de las Farc-Ep a la 

vida civil en lo económico, lo social y político, de acuerdo con sus intereses”, como se 

evidencia en el anexo No.1.  

 

Esta conceptualización y posición enmarcada en los intereses de las FARC, no fue analizada 

de forma rigurosa con el DDR, ni mucho menos con las consecuencias que podría traer a 

futuro, en especial en la articulación de la justicia transicional, igualmente no se recurrió al 

análisis de la situación que tendrían que atravesar las Fuerzas Militares y la Policía Nacional 

si este proceso de paz no fuera llevado de manera exitosa.  

 

2. ¿Qué es el DDR? 

El DDR como proceso de desarticulación de grupos armados ilegales, al venir expuesto por 

conflictos internos y no guerras internacionales como lo expone Mary Kaldor (2001, cap 1 y 

2) establece nuevas guerras por el surgimiento de la erosión de la autonomía del Estado y de 

la pérdida de legitimidad, definida por la violencia organizada y la violación de las Derechos 

Humanos. Lo que quiere decir que las condiciones que se evidencian a nivel interno son 



totalmente diferentes a las que se pueden llevar a observar hace algunos años con las guerras 

internacionales. 

 

La complejidad de estas nuevas guerras, hace que su finalización y la aplicación de marcos 

jurídicos sea difícil, por esta razón el DDR se convierte en un proceso de doble naturaleza: 

como el fundamento de un proceso de negociación y un factor central para la resolución 

integral de un conflicto (Springer N., 2005, p.60) a su vez también:  

 

Es un proceso cuya complejidad excede la del procedimiento técnico militar de 

desmovilizar y desarmar combatientes, lo que significa que cuando hablamos de 

desactivar las estructuras armadas regulares, sino también aquellas estructuras 

armadas regulares, sino también aquellas estructuras que ejecutaron, protegieron e 

inmunizaron estos grupos y les permitieron entrar en operación, mantenerse y crecer. 

Definiéndose como un proceso multifocal y multidisciplinario mediante el cual se 

desactiva el pie de fuerza (defensiva y ofensiva), el aparato financiero, y las redes de 

tráfico y apoyo, y la estructura general de operaciones. (Springer N., 2005, p.61). 

 

Las formas más comunes de DDR se encuentran ligadas a su apoyo internacional, según la 

misma autora:  

a. Operación local del DDR sin asistencia internacional.  

b. Operación local del DDR basada en acuerdos bilaterales (con asistencia 

internacional). 

c. Operación regional del DDR basada en un acuerdo multilateral (bajo la coordinación 

de una organización internacional del ámbito regional como la OTAN, OUA, AEA) 

d. Operación multinacional de paz de las Naciones Unidas. (Springer N.,2005, p.72) 

 



En el caso de los diálogos de paz que se adelantan en Colombia, se encuentran enmarcados 

en una operación local, establecida en acuerdos bilaterales por parte del gobierno nacional y 

las FARC, con la asistencia internacional de países como Noruega y Cuba, y la veeduría de 

Chile y Venezuela.  

 

2.1 Desarme  

Definido como “el proceso de recolección, control y disposición de las armas pequeñas4, 

munición, explosivos y armamento ligero y pesado en posesión de combatientes” (Naciones 

Unidas, 1999), en una zona conflictiva. Cuya función principal es “construir confianza y 

ampliar la estabilidad de un ambiente incierto” (Gleichmann C., Odenwald  M., Steenken K. 

&Wilkinson A., 2004). 

 

Esta definición comprende la imperiosa necesidad de entregar a las instituciones 

gubernamentales idóneas en el tema, todo tipo de armamento y munición que haga parte de 

las FARC, facilitando el establecimiento de un escenario de seguridad toda vez que dichos 

elementos bélicos no van a seguir siendo utilizados para la materialización de hechos ilícitos.  

 

Por esta razón, es trascendental afirmar que el Desarme se convierte en un medio y no un fin. 

Un medio por el cual garantizaría que las siguientes fases sean exitosas (Desmovilización y 

Reintegración). 

Frente a lo anterior, el desarme debe llevarse a cabo luego del cese al fuego, ya sea bilateral 

o unilateral, las cuales deben tener unas garantías de seguridad, debido a que estos grupos 

4 Entendidas por las Naciones Unidas, Asamblea General (1997) como A) armas pequeñas (revólveres y 
pistolas automáticas – fusiles y carabinas- metralletas – fusiles de asalto – ametralladoras ligeras-  B) Armas 
ligeras (ametralladoras pesadas- lanzagranadas portátiles, con y sin soporte – fusiles sin retroceso – cañones 
antiaéreos portátiles – cañones antitanques portátiles- fusiles sin retroceso – lanzadores portátiles de misiles 
antitanques – sistemas de cohetes – lanzadores portátiles de sistemas de misiles antiaéreos – morteros de 
calibre inferior a 100 milímetros C) Munición y Explosivos (cartuchos (balas) para armas pequeñas – obuses y 
misiles para armas ligeras – contenedores móviles con misiles u obuses – misiles par armas ligeras- granadas 
de mano antipersonal y antitanques – minas terrestres – explosivos). 

                                                             



como se encuentran beneficiados directamente sobre el tráfico de armas, las economías 

ilegales y la corrupción (Springer N., 2005, p.121) podrían alterar dichas garantías. Por esta 

razón la fase de desarme debe contemplar los diversos riesgos, uno de ellos sería un desarme 

incompleto por parte de las FARC, debido a que este grupo armado ilegal podría conservar 

cierto material de guerra, que les facilitaría posteriormente una desestabilización en cuanto a 

la seguridad y la defensa nacional.  

 

Según Natalia Springer (2005, p.122), es necesario hacer un diagnóstico completo del 

problema respondiendo las siguientes preguntas:  

• ¿Quién (es) produce (n) la violencia?  

• ¿Cómo opera (n)?  

• ¿De qué medios dispone (n) para desarrollar sus operaciones (de ataque, control, 

provisión, defensa, distribución, financiación)? 

 

Así como: el número de facciones en confrontación, el número de combatientes formales por 

desmovilizar, tipo de armamento en circulación, bases de apoyo, estrategias de combate 

utilizadas por cada grupo, otros focos de violencia, logística de trafico de recursos, 

proyección de estrategias y expectativa de éxito (Springer N, 2005, p.123).  

 

Esta evaluación debe desarrollarse objetiva y conscientemente, mediante el uso de fuentes 

confiables, especialmente con las posibles estrategias que siguen teniendo estos grupos como 

las FARC, si el proceso de paz no llegara a una finalización exitosa. Sin embargo, aunque 

esta fase es dificultosa, su implementación es igual o mayor de confusa. Por esta razón 

Springer (2005, p. 126), la determina como una operación que debe tener diferentes etapas 

de creación de departamentos o divisiones, primero la creación de una “comisión 

coordinadora integrada por representantes de todas partes, para supervisar la 

implementación, y resolver y ajustar la operación; segundo, misión técnica de misión técnica 

de control, verificación y monitoreo; tercero, coordinación administrativa; cuarto, unidad de 



evaluación de proyectos; y quinto, creación de varias agencias especializadas, para la puesta 

en marcha de los mecanismos de implementación según los grupos de objetivos”.  

 

Elaborando a la vez un punto general de recolección de armas, donde se destruyan 

públicamente y al mismo tiempo gestar operaciones de desminado de territorios, por medio 

de la ayuda de la parte bélica. 

 

2.2 Desmovilización  

Esta fase se iniciará inmediatamente terminado el desarme. Una vez el combatiente cambia 

de estatus jurídico, el cual tiene como objetivo la desvinculación definitiva de la violencia y 

su reintegración social (Springer N., 2005. p. 153). La desmovilización se asocia al 

acantonamiento y la concentración de los grupos armados en aéreas seguras, lo que “incluye 

el ensamblaje y campamento en áreas donde el control es voluntario” el cual tiene como 

“finalidad (…) la restructuración de estas fuerzas de acuerdo con las provisiones negociadas 

en los acuerdos de paz” (Global Facilitation Network for Security Sector Reform, 2005). 

 

Con el acto de desmovilización se desmantela una fracción más importante del pie de fuerza, 

el cual puede ser el resultado de un proceso de negociación política, en cuyo caso es acordada 

y voluntaria por las partes, siendo una etapa urgente dentro de un proceso de paz, no obstante, 

genera los siguientes riesgos: los actores que no se encuentren inmiscuidos en ese proceso 

que podrían arremeter medidas contra los desmovilizados; sub-registro de combatientes, 

sobre registro de beneficiarios, donde se filtraran falsos combatientes; ineficiencia, esto 

ocurre cuando el programa no logra desmantelar las estructuras militares; por último la 

criminalización, siendo el riesgo más frecuente y factible (Springer N., 2005, p. 157). Así 

mismo, para el diseño de esta estrategia es indispensable generar una identificación precisa 

de los grupos en riesgo que merecen tratamiento especial, como los combatientes menores 

de edad y mujeres, combatientes discapacitados o heridos. 



 

Lo que se reduce a la ceremonia, o acto administrativo que no garantiza su desarticulación 

de las jerarquías y estructuras de la organización armada, considerándose como una etapa 

decisiva para la consolidación de paz, debido a que muchos de estos combatientes pueden 

encontrar financieramente más viable seguir ejerciendo actividades ilegales, actos que según 

Max Weber (1978, p. 187) responde a una racionalidad de tipo económico llamada 

“individualismo metodológico” relacionado con la codicia de las personas, así mismo, estos 

actores basados en su comportamiento racional realizan un análisis de costo-beneficio 

(Becker G., 1968, pp. 893-921). 

 

2.3 Reintegración  

Se define como “proceso mediante el cual los ex combatientes adquieren un  estatus civil y 

acceden a formas civiles de empleo e ingresos” (Gleichmann C., Odenwald  M., Steenken K. 

&Wilkinson A., 2004). Así pues, una reintegración viable se da cuando “se han dado las 

condiciones políticas, legales, económicas y sociales necesarias para una vida decente, en 

paz y dignidad para los ex combatientes” (Naciones Unidas, 2005).  

 

Esta fase debe contar con el mismo apoyo financiero y logístico que las anteriores, debido a 

que es el indicador más importante de éxito o de riesgo, por esta razón las agencias 

encargadas de supervisarla debe procesar el máximo número de combatientes con el mínimo 

tiempo posible, por medio de los siguientes modelos (Springer N., 2005. p. 258). 

• División del poder militar entre los antiguos adversarios.  

• Creación de una nueva fuerza de seguridad.  

• Abolición de todas las fuerzas armadas en el país.  

• Introducción de modelos alternativos.  

 



En el caso colombiano, es imperante mencionar que aunque se llegue a la firma exitosa de 

un acuerdo de paz entre el gobierno y la guerrilla de las FARC, las condiciones de seguridad 

no quedan resueltas, teniendo en cuenta que aún se hallan tanto amenazas tradicionales como 

es el caso de la guerrilla autodenominada Ejército de Liberación Nacional (ELN), como las 

Bandas Criminales (BACRIM) consideradas amenazas actuales. Estas estructuras armadas 

ilegales y criminales han desafiado al Estado colombiano, y que si no se desarrolla un 

Desarme, una Desmovilización y una Reintegración eficaz, los ex combatientes de las FARC 

podrían llegar a hacer parte de estas organizaciones criminales, acrecentando la inseguridad 

nacional.  

 

Esta aseveración puede ser contemplada inicialmente a partir de la falta de oportunidades 

otorgada a los ex combatientes, bajos ingresos y falta de habilidades para el desempeño en 

áreas totalmente distintas a la del conflicto armado. Por esta razón, se debe generar un análisis 

completo sobre los posibles riesgos que se generarían en un posconflicto, comprendiéndose 

múltiples aspectos, tales como el acceso a la tierra, al mercado comercial, a microcréditos, 

incluso a la educación.  

 

No obstante, como lo plasma el Instituto de Estudios Geoestratégicos y Asuntos Políticos 

(IEGAP, 2013, p.41), entre la desmovilización y la reintegración, se debe agregar otra etapa 

basada en la reinserción donde se genera ayuda inmediata a los ex combatientes para 

sobrevivir en el corto plazo. Estas ayudas se pueden ejercer por medio del suministro de 

dinero en efectivo, bonos, kits de ropa y alimentos, subsidios, entre otros.  

 

3. Aplicación del DDR. 

Los diversos conflictos acaecidos a lo largo de la historia han sido objeto de amplios estudios, 

los cuales se han empleado en ciertas ocasiones como guía para la finalización exitosa de 

algunos conflictos internos. Estos lineamientos modificados y acoplados a la realidad de los 

países, permiten llegar a la consolidación de un adecuado DDR, subrayando que, si no es 



aplicado en su totalidad, la posibilidad a que las hostilidades vuelvan a activarse es alta. Un 

caso ejemplarizante fue el de Angola, “donde el temor a quedar como los perdedores en el 

proceso político llevó a la renovación del conflicto civil, con una fuerza posiblemente más 

letal que la del conflicto anterior” (Springer N., 2005, p.15). 

 

3.1 Irlanda del Norte.  

Este caso es bastante llamativo, pues concibió algunas enseñanzas valiosas, a partir de 

desestimar la concepción que los conflictos solo se generan en países subdesarrollados, ya 

que Irlanda del Norte hace parte del Reino Unido, un actor preponderante en el Sistema 

Internacional. Sin embargo, condiciones como su división religiosa, exacerbo el 

nacionalismo que luego desemboco en la toma de las armas.  

 

Tras años de enfrentamientos entre grupos armados irlandeses, por ejemplo: el Ejército 

Republicano Irlandés (IRA), y las fuerzas británicas, Irlanda accede a la independencia en 

1921(IEGAP, memorias 2013, p.89):  

(…) A pesar de los siglos de convivencia, las comunidades católica y protestante 

apenas si tienen contacto. En 1968 empieza una revuelta popular de la población 

católica en defensa de sus derechos civiles, claramente menospreciados por el 

gobierno autonómico en poder de los protestantes. En 1970, IRA reaparece y 

emprende un conflicto que los enfrentará no sólo a las fuerzas británicas, sino a 

diversos grupos lealistas protestantes. El conflicto no es religioso, sino de identidad: 

los nacionalistas se sienten minoría en Irlanda del Norte y los unionistas se sienten 

minoría en el conjunto de Irlanda (concepto de ‘doble minoría’)(…) (Fisas V. 

2006.,p.89).  

 

Estos dos actores recurrieron a las armas, lo que condujo a un conflicto que duro 38 años 

(1960s -1998), extendiéndose hacia la República de Irlanda y el Reino Unido. Posteriormente  



el 10 de abril de 1998, tras 21 meses de negociaciones, se realizaría el Acuerdo de Viernes 

Santo, finalizando el conflicto. Se debe tener en cuenta que estas dos comunidades son 

distintas en cuanto a su procedencia y en sus prácticas religiosas y culturales, desarrollando 

un sentido de identidad. Por esta razón, se deben contemplar las diferentes variables como 

las expuestas por Coakley J. (2004. parra 4), el primero relacionado con el legado que le dejo 

a Gran Bretaña a Irlanda, el segundo con las realidades étnico demográficas y el tercero es el 

conjunto de compromisos institucionales que surgieron a partir de la confrontación entre las 

exigencias ‘incompatibles’ del nacionalismo irlandés radical e intereses británicos.  

 

El Acuerdo del Viernes Santo, también denominado por los unionistas como Acuerdo de 

Belfast, se llevó a cabo en el marco de un conflicto que cobró más de 3.500 víctimas en tres 

décadas. Después que el IRA decretara un cese al fuego, rompiéndose esa tregua en 1996 con 

un atentado terrorista, se logró un nuevo cese en el gobierno de Tony Blair (IEGAP- 

memorias 2013, p.94-95).  

 

En esta negociación el líder del Partido Unionista del Ulster, David Trimble5, exigió garantías 

acerca del desarme de los grupos paramilitares, y la no participación política de quienes 

hayan desarrollado actividades de violencia (IEGAP-memorias 2013-95). Lo que fue 

ratificado por un acuerdo establecido en principio por el primer ministro Blair, donde se 

aclaraba que todo dirigente de la nueva administración no podían tener vínculos 

paramilitares, lo que dio como resultados para las elecciones en el Norte de Irlanda otorgando 

80 escaños a los colaboradores del Acuerdo del Viernes Santo y 28 a los opositores. Este 

acuerdo también incluida la creación de un ‘consejo ministerial Norte – Sur’ con competencia 

5 Negociador en el conflicto el cual presentó Los principios de Mitchell; seis reglas básicas que aceptaron los 
Gobiernos de Irlanda y Gran Bretaña y los partidos políticos de Irlanda del Norte, donde se exigía el 
compromiso con medios democráticos, al desarme total de las organizaciones paramilitares de forma 
verificable,  a renunciar al uso de la fuerza o a que otros las usaran para influir en las negociaciones, a respetar 
los acuerdos alcanzados y a instar a los grupos terroristas a poner fin a los asesinatos y la violencia, poniendo 
los medios para evitar estas actuaciones.  

                                                             



a ambos lados de la frontera de la isla, comprometiéndose a reformar los artículos 2 y 3 de la 

constitución, que reclaman la soberanía del Ulster6. 

 

La finalización de este conflicto trajo lecciones que han sido acuñadas por alias “Andrés 

Paris”, miembro de la delegación de paz de la guerrilla de las FARC, para argumentar y 

sustentar la dejación de las armas, debido a que según él, en el caso de Irlanda del Norte, el 

IRA no se desarmó inmediatamente ratificado supuestamente en la inexistencia de fotos 

donde se verifique la entrega de arsenales, proponiendo un proceso de dejación de armas 

donde el Estado tendría que desmontar parcialmente su pie de fuerza, pues en tiempos de paz 

se haría innecesario contar con 500 mil hombres dotados con fusiles tal y como sucedió, 

según él, en el Guatemala y el Salvador, donde las fuerzas militares experimentaron 

profundas transformaciones (Rivera D., 2013, parra 2).  

 

Este estudio de caso, demuestra que al firmar un acuerdo de paz, hay que definir de forma 

concreta los pasos a seguir en la etapa del desarme, por medio de la negociación debido a 

que el IRA no renunció a la violencia sino hasta el 2005, siete años después de haberse 

firmado la paz, lo cual fue aprobado por referéndum por la población de Irlanda.  

 

3.2 El salvador  

El Salvador es el país más pequeño y densamente poblado de Centroamérica, no tiene 

recursos naturales significativos y su economía dependió durante muchas décadas de la 

exportación de productos agrícolas (café y plátano). Desde la dictadura del general 

Maximiliano Hernández Martínez (1934-1944), el cual estuvo frente a la masacre de más de 

30.000 campesinos en el año 1932, siendo gobernado durante casi 50 años por juntas 

militares.  

6 Una de las provincias históricas de la isla de Irlanda.  
                                                             



 

En los años sesentas, pequeños grupos de jóvenes revolucionarios, empezaron la lucha 

armada, secuestrando empresarios, robando bancos y, en algunos casos, asesinando 

prominentes políticos de derecha. Mediante la mediación de Fidel Castro, se llevaron a cabo 

la unificación de todas las fuerzas insurgentes en mayo de 1980 bajo el nombre de fuerzas 

insurgentes del Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN) (Springer N., 

2005, p.268).  

 

Entre 1970 y 1992, el conflicto armado no declarado oficialmente, sufrió enfrentamientos 

entre la Fuerza Armada y el FMLN. Las víctimas se han calculado en aproximadamente 

75.000 muertos y desapariciones, evidenciándose su máxima expresión entre 1980 y 1992, 

donde se registraron sin número de secuestros, masacres, asesinatos y desaparecimientos 

forzosos ejecutados en el campo y en la ciudad (IEGAP – memorias 2013, p.110).  

 

La Junta Revolucionaria del Gobierno7 en su llegada al poder (1979 a 1982), determinó como 

objetivos: 

• La terminación de la violencia y la garantía al respeto de los derechos humanos, no 

obstante el avance no fue significativo, como lo plasmo Guillermo Rubio Funes:  

 

“Luego del asesinato del Arzobispo de San Salvador, Monseñor Óscar Arnulfo 

Romero (IEGAP, memorias 2013, p.110) se intensificó la violencia en El Salvador. 

Con la intención de detener la escalada de terror y dada que la crisis política social 

continuaba, la Junta Revolucionaria realizó cambios drásticos dentro del sector socio 

económico del país:  

7 Integrada por dos militares de distinta ideología, Coronel Adolfo Majano (centro izquierda) y el Coronel 
Jaime Abdul Gutiérrez (derecha) y por tres civiles: doctor Guillermo Manuel Ungo (Miembro de la 
Internacional Socialista), ingeniero Román Mayorga (rector de la Universidad Centroamericana José Simeón 
Cañas, UCA) y el ingeniero Mario Andino (Empresario).  

                                                             



Una reforma agraria, con expulsión de los propietarios de más de 500 hectáreas; la 

nacionalización de la banca, del comercio exterior y de la compañía del café, que 

regulaba el principal producto generador de divisas.  

 

Según una conferencia presentada en la Universidad Militar Nueva Granada (Bogotá: 31 de 

julio de 2012), en ese mismo periodo, cinco grupos insurgentes: Fuerzas Populares de 

Liberación, Ejército Revolucionario del Pueblo, Resistencia Nacional, Partido 

Revolucionario de los Trabajadores Centroamericanos, Partido Comunista de El Salvador, 

se aliaron para conformar el Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional, FMLN 

(IEGAP- memorias 2013, p.110), lo que genero los siguientes acontecimientos:  

• 1981: el presidente provisional Álvaro Magaña, anunció la creación de una comisión 

que consideraba negociar con el FMLN. 

• 1983: el FMLN, solicitó tener una reunión de diálogo con el Gobierno de Estados 

Unidos, manifestando que lo consideraba como “parte involucrada en el conflicto y 

no como mediador” (IEGAP-memorias 2013, p.111). 

• Reunión como representantes del Gobierno y del FMLN, sin embargo, el presidente 

Magaña suspendió el diálogo.  

• 1984: por medio de elecciones presidenciales, se eligió como presidente al Ingeniero 

José Napoleón Duarte, el que en octubre reanudo la oferta de paz, con las siguientes 

condiciones:  

 

a. Amnistía general para los delitos políticos.  

b. Eliminación de los métodos represivos. 

c. Seguridad de un espacio político dentro del esquema democrático pluralista y 

constitucional.  

 

Esa violencia extrema ejercida por las fuerzas armadas y sus aliados paramilitares, en 1989 

llegó a un punto muerto, a pesar de ser la guerrilla mejor organizada y entrenada de toda 



América Latina, el FMLN no pudo conseguir la victoria en dos grandes ofensivas a lo largo 

de ese año (LeMoyne J., 1989). Que con el deterioro del bloque soviético en Europa. 

 

En 1990 el FMLN y el gobierno del Salvador sentó los puntos de la agenda de negociación 

y estableció un calendario, solicitando por separado la ayuda del secretario general de las 

Naciones Unidas para organizar negociaciones bilaterales y tratar las causas profundas de la 

guerra (Springer N., 2005, p.271). Donde se firmaron una serie de acuerdos sobre diferentes 

aspectos de la pacificación gradual, como:  

• Acuerdo de Ginebra del 4 de Abril de 1990, donde se establecieron cuatro metas: 

solución política del conflicto, democratización, respeto incondicional por los 

derechos humanos y reunificación de la sociedad salvadoreña.  

• Acuerdo de Caracas de 21 de mayo de 1990 sentó los puntos de agenda al tiempo que 

el calendario.  

• Acuerdo de San José del 26 de julio de 1990 donde se establecieron el tratamiento en 

los temas relativos a los derechos humanos y la verificación internacional de la ONU.  

• Acuerdo de México del 27 de abril de discurrió sobre las reformas constitucionales, 

como la militar, sistema electoral, justicia, Comisión de la verdad.  

• Acuerdo de Nueva York del 25 de septiembre de 1991 donde se creó la Comisión 

Nacional para la Consolidación de la Paz (COPAZ), al tiempo que los compromisos 

para depurar las fuerzas armadas.  

• Acuerdo definitivo de Chapultepec, México del 16 de enero de 1992, ultimó el 

proceso con cese del conflicto armado efectivo desde el 1 de febrero, estableciendo 

las condiciones para la creación de una nueva Policía Nacional Civil y las 

características de las reformas sociales y económicas.  

 

Desde 1980 a 1990, la pobreza se extendió de 3,3 millones a 4,9 millones de habitantes, 

correspondiente al 71% de la población del país. Así mismo se presentaron obstáculos en la 

articulación del DDR, siendo así que la comisión ad hoc en el informe entregado a las 

Naciones Unidas acusó a 133 oficiales, incluyendo al Ministro y el Viceministro de Defensa, 



seis generales y prácticamente todos los altos mandos del Ejército, de violaciones de derechos 

humanos. Los acusados se negaron a acatar las decisiones, con apoyo en el gobierno 

(Springer N., 2005, p.275), con la presentación de una ley de amnistía general lo que ayudo 

a la excarcelación de miembros de las Fuerzas Armadas (BBC, 2002). 

 

Teniendo en cuenta las condiciones políticas, jurídicas, sociales (altos índices de pobreza y 

de desigualdad) y de seguridad, encauzó a que se originaran estructuras crimen organizado, 

que las cuales mediante la materialización de actividades ilícitas generó que El Salvador  

tuviese los índices más altos de homicidios en América. Un factor determinante en este 

fenómeno criminal fue la conformación de los ‘Maras’(organización internacional de 

pandillas criminales asociadas). Esta situación podría replicar en Colombia, debido al 

escenario social donde es mucho más lucrativo para una persona dedicarse a negocios o 

actividades ilegales que trabajar formalmente durante ocho horas al día a la semana.  

 

Este caso ha sido tomado por la guerrilla de las FARC como ejemplo en la desarticulación 

de las Fuerzas Armadas como se evidenció en las declaraciones de alias “Andrés París”. Así 

mismo, en este proceso de paz en El Salvador la etapa del desarme no trajo los resultados 

esperados, debido a que “muchos integrantes del FMLN, se negaron a entregar sus armas, lo 

que puso en circulación alrededor de 400.000 armas ilegales, a disposición de grupos 

criminales o en depósitos clandestinos” (Springer N., 2005, p.183). 

 

En los dos estudios de caso anteriormente plasmados, se consigue observar la complejidad 

de la articulación y realización de un correcto DDR, lo que sobrelleva a pensar que cualquier 

“cabo suelto” en algunas de las tres etapas pueden generar grandes residuos nocivos en un 

escenario de posconflicto. 

 

4. Justicia transicional  



Según el Centro Internacional para la Justicia Transicional, la justicia transicional (2009, p.1) 

es:   

Es una respuesta a las violaciones sistemáticas o generalizadas a los derechos humanos. 

Su objetivo es reconocer a las víctimas y promover iniciativas de paz, reconciliación y 

democracia. (…) no es la forma de especial de justicia, sino una justicia adaptada 

sociedades que se transforman a sí mismas después de un periodo de violación 

generalizada de los derechos humanos. En algunos casos, estas transformaciones suceden 

de un momento a otro; en otros, pueden tener lugar después de muchas décadas.  

La cual tiene como enfoque básico:  

• Acciones penales: se trata de investigaciones judiciales de los responsables de 

violaciones de derechos humanos. 

• Comisión de la verdad: tienen como fin primordial investigar e informar sobre los 

abusos cometidos durante períodos clave del pasado reciente.  

• Programas de reparación: son iniciativas patrocinadas por el Estado que ayudan a 

la reparación material y moral de los daños por abusos del pasado. Que puede incluir 

hasta compensaciones financieras hasta peticiones de perdón oficiales.  

• Justicia de género: incluye esfuerzos para combatir la impunidad de la violencia 

sexual y de género, y asegurar el acceso de las mujeres, en igualdad de condiciones, 

a los programas de reparación por violaciones a los derechos humanos. 

• Iniciativas de conmemoración: entre ellas figuran los museos y los monumentos 

públicos que preservan la memoria de las víctimas y aumentan la conciencia moral 

sobre los abusos cometidos en el pasado, con el fin de construir un baluarte en contra 

de la repetición.  

Sobre estas condiciones, al generarse un análisis sobre lo que ocurre en el proceso de paz 

entre las FARC y el gobierno colombiano, se señalaría que:  

• Acciones penales: la guerrilla de las FARC no contemplan la idea de purgar alguna 

pena por los delitos cometidos, aseverando tajantemente que ellos no cometieron 

acciones que atentarán contra los derechos humanos, pues sus acciones se 

desarrollaron bajo la condición de una ‘guerra regular’, la cual contempla que la 



privación de libertad de soldados o policías es bajo el estatus de prisioneros de guerra, 

y no en calidad de secuestrados. 

 

Sin embargo, Colombia al estar acogida bajo el Estatuto de Roma de la Corte Penal 

Internacional, por medio del acto legislativo 2 de 2001, aprobado por la ley 742 de 

2002, debe cumplir con las determinaciones de este como que “Estatuto de Roma en 

la aplicación de sus disposiciones debe ser consistente con su objetivo principal: 

terminar con la impunidad de los crímenes más serios, reiterando la obligación del 

Estado miembro no sólo de investigar perseguir, sino de castigar a los perpetradores 

de tales crímenes” ya sea por medio de acciones penales o la no participación en 

política.  

 

• Comisión de la verdad: la verdad sobre la multiplicidad de actos perpetrados por la 

guerrilla de las FARC, se puede valorar como una posición bastante compleja, toda 

vez que, luego de llevar más de dos años de dialogo con el gobierno, han reconocido 

ser victimarios. Lo que deje entrever una fuerte oposición posteriormente de lograr 

reconocer a las miles de víctimas que a lo largo y ancho del país han dejado. 

 

• Programas de reparación: los últimos señalamientos de la Corte Constitucional 

sobre el hecho que las Fuerzas Armadas son víctimas del conflicto, sienta 

jurisprudencia en el tema de la reparación a la víctimas, abriendo la puerta a que los 

militares y policías que resultaron afectados por los diversos ataques terroristas de las 

guerrillas en el marco del conflicto sea indemnizados (El Tiempo, 2014). Lo que 

podría generar un sobrecosto en el pos conflicto y un nuevo contexto en las 

actividades y funciones que podrán desempeñar los militares y policías.  

 
 

5. Amnistía.  

Aunque el Estatuto de Roma, componga unos parámetros específicos para el juzgamiento de 

actores que violen los derechos humanos, como los antes mencionados, este no se opone a la 

jurisdicción de la amnistía, aunque el estatuto tenga como fin primordial evitar la impunidad. 



 

La amnistía “Es un vocablo de origen griego que significa olvido, olvido de lo pasado. Esta 

institución se aplica en casos excepcionales de comisión de determinados delitos, (…) la 

amnistía extiende el velo del olvido sobre lo ocurrido, (…) borra la existencia del delito y de 

sus consecuencias” (Salgado P., parra 1).  

 

Jurídicamente entraña a la denominación de ex nunc de los efectos derivados de los efectos 

penales derivados de la comisión de un hecho punible, en el cual se dan todas las 

características que conforman al delito. Según el profesor León Duguit (1926, p.110): “la 

amnistía tiene por efecto el considerar retroactivamente como no punible un hecho previsto 

y castigado por la ley penal”. 

 

A diferencia del indulto donde se toma muy en cuenta a la persona del delincuente y donde 

se analiza bajo el sentimiento humanitario, de clemencia o de equidad; en la amnistía se 

observa el tipo de delito y tiene como objeto el clima-político social que vive el Estado, donde 

se determinara los motivos que impulsan al poder público a recurrir a la amnistía. Se 

considera que la paz y tranquilidad social se considera de interés superior al juicio que la 

sociedad debe hacer al transgresor de la ley (Salgado H., 1990. parra 8). 

 

La amnistía tiene una naturaleza general e inminentemente legislativa, donde al darse un 

carácter amplio permite beneficiar indistintamente a todos los implicados en un hecho 

delictivo, así mismo debe corresponder al órgano legislativo del país, donde se declarara 

como un acto de legislación específica, siendo así “la amnistía no puede ser acordada sino 

por un acto en forma de ley”(Duguit L., 1926, p.437 y 462).  

 

Basados en ese lineamiento de la paz, las FARC desean la concreción de una amnistía para 

sus integrantes, por medio de un referéndum, en caso de firmarse la paz. Aunque la propuesta 



sea pasada por elección popular, podría traer un descontento por la ciudadanía colombiana 

ante el hecho que reluciría la impunidad para los guerrilleros. 

 

6. Desarme vs dejación de armas.  

Un acuerdo de paz sin desarme y sin reconciliación, es una tregua (Caicedo J., 2014, parra 

1), como lo que se evidenció en la presidencia de Alberto Lleras (1958 a 1962) que instituyo 

el Plan Nacional de rehabilitación y la Ley de la Reforma Social Agraria, ley 135 de 19618. 

Pedro Antonio Marín o Manuel Marulanda más conocido como ‘Tiro fijo’ se amparó sobre 

esta negociación y sin entregar las armas lo nombraron inspector de carreteras entre Planadas, 

Gaitana, San Luis y Aleluya (Tolima). 

 

Aunque este acuerdo supuestamente generaría condiciones de seguridad para Colombia, lo 

que gestó fueron nuevas condiciones de inseguridad con la creación de las denominadas 

“Repúblicas Independientes”, “regiones en las cuales se refugiaron los núcleos guerrilleros 

comunistas” (Pizarro E., 2004, parra 1).  

 

Bajo este antecedente se puede evidenciar que tal y como se definió con anterioridad el 

desarme como complemento efectivo del DDR, se debe realizar en actuaciones públicas 

donde el armamento de guerra del grupo ilegal sean entregadas en su totalidad (para que sea 

exitoso) y sean destruidas, para que estas luego no sean utilizadas en contra del mismo 

proceso de paz. Es considerado como la mejor herramienta para consolidar la paz, 

principalmente cuando estos grupos armados tienen tanta capacidad militar, no obstante, esta 

condición ha ido perdiendo importancia llegando a distinguirse dos grandes posiciones 

contrapuestas:  

8 Tiene como objeto reformar la estructura social agraria. Fomentar la adecuada explotación de tierras 
incultas o tierras deficientemente utilizadas. (ley 135 de 1961). 

                                                             



1) Sugiere la entrega de todas las armas como condición necesaria para aplicar el Marco 

Jurídico para la Paz9.  

2) Plantea la dejación paulatina pero no la entrega total de sus arsenales como lo 

propuesto por las FARC.  

  

La segunda condición, se enmarca bajo la dejación de armas, terminó que se acuña a la no 

utilización de las mismas pero si conservación, lo que podría generar consecuencias a futuro:  

• Retoma de las armas por parte del grupo guerrillero de las FARC.  

• Venta ilegal indiscriminada del armamento en el mercado negro.  

• Surgimiento de nuevas estructuras criminales organizadas.  

 

Así, mismo como lo define el diario el Nuevo siglo:  

Hay quienes consideran que el término “dejación” implica, de entrada, que el arsenal 

de las Farc no sería entregado al Estado, como sí pasó con algunas guerrilleras y los 

paramilitares desmovilizados. Esto era previsible por cuanto la subversión insiste en 

que sólo los ejércitos “derrotados” son los que “entregan” sus armas a la contraparte 

triunfante, situación que para las Farc no se puede aplicar en el caso colombiano pues 

consideran que no son una fuerza subversiva derrotada militarmente, como lo 

sostienen voceros del Estado y el estamento castrense (2013, parra 3). 

 

Conclusiones  

El éxito del proceso de paz en Colombia recaería en la adecuada implementación del 

Desarme, Desmovilización y Reinserción, el cual deberá de contar con la participación 

9 Se refiere al Acto Legislativo, por medio del cual se establecieron los instrumentos jurídicos de justicia 
transicional en el marco del artículo de la Constitución Política con el fin de adelantar las negociaciones de 
las FARC, aprobado por el Congreso de la República de Colombia el 14 de junio de 2012.  

                                                             



internacional de Estados voluntarios dispuestos a garantizar y velar por el compromiso de los 

acuerdos entre las partes, junto con el consagramiento de una sólida base jurídica.  

 

Continuando con el éxito del proceso de paz, el Estado colombiano deberá mantener e 

incluso, seguir incrementando el pie de fuerza de sus Fuerzas Militares y de Policía, lo que 

garantizaría la seguridad a los excombatientes de individuos o grupos que estén en contra de 

su reinserción. Del mismo modo, se lograría contrarrestar a aquellos reinsertados que anhelen 

seguir llevando a cabo actividades ilegales. Por otra parte, la Seguridad y Defensa Nacional 

del Estado colombiano es vital para su desarrollo como nación, en tal sentido es imperante 

que se mantenga este propósito de incrementar el pie de fuerza para neutralizar cualquier 

amenaza o riesgo tanto interno como externo que pretenda afectar los intereses nacionales.  

 

Aunque la disolución de los grupos guerrilleros sea exitosa, esta solo puede generarse en su 

forma política, puesto que se desplazaría o reemplazaría por el crimen violento o 

bandolerismo como lo ocurrido en el Salvador. Esta articulación de nuevas bandas 

criminales, afirma que desarticular las FF.MM de Colombia como lo proponen las FARC 

sería inviable.  

 

Y si la amnistía se llegara a implementar,  no solo se  traería un descontento generalizado 

sino que también podría generar odios o rencillas de las víctimas o sus familiares lo que en 

un futuro podría alterar la paz, así mismo, y aunque se implemente una justicia transicional, 

este esquema de transición, traerá para la sociedad sacrificios como el perdón de algunos 

crímenes que podrán quedar en la impunidad. Esto se debe que al generar un proceso de paz 

hay que considerar las posiciones, intereses y necesidades, de las dos posiciones que en teoría 

y en la práctica son lejanos y al generar un punto medio se pueden ceder ciertos parámetros.  

 



Por esta razón es de vital importancia crear marcos jurídicos sólidos, que ayuden a consolidar 

y mantener la paz, principalmente sobre las condiciones y parámetros que deben seguir las 

dos partes en cuestión (Gobierno y FARC). Principalmente si se genera una dejación y no 

desarme por parte de la guerrilla de las FARC, debido esto traería consecuencias importantes 

que ayudarían a la desintegración social y creación de nuevas dinámicas del conflicto. 

Trayendo consigo muchos años de inseguridad, mientras las fuerzas armados del Estado 

generan estrategias para su descomposición.  
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